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PRESIDE: Señor Representante Juan José Bentancor. 
MIEMBROS: Señores Representantes Manuel María Barreiro, Gastón Elola y Jorge Pozzi. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Iturralde Viñas. 


INVITADOS: Por ULFIMAR SA: señor Francisco Pick y doctor Diego Puceiro. 


Por UNATRA: señores Segundo Rodríguez, José Alonso y doctor Antonio Rammauro, 
Asesor. 


Por AODAMTOP: señor Roberto Casalás, Secretario General; y Mauro Maurente, 
Tesorero. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el agrado de recibir al señor Francisco Pick y al doctor Diego Puceiro. 


En su momento, la Comisión recibió a los trabajadores de la empresa, quienes nos han hecho una serie de 
comentarios. Como es costumbre, enviamos la versión taquigráfica y nos gustaría tener la visión de la 
empresa con respecto a estos dichos -que en algunos casos son graves- para hacernos una composición de 
lugar y ver si amerita alguna gestión de esta Comisión. 


SEÑOR PICK.- ULFIMAR S.A. es una empresa de capitales mixtos. La mayoría accionaria pertenece 
a una empresa del Estado de la República Popular China y, según tengo entendido, es la única 
inversión de una empresa estatal de ese país en Uruguay. 


Esta empresa se formó hace algunos años e incorporamos ocho barcos de pesca, que operaban en el puerto de 
La Paloma. Mi idea es brindar nuestra opinión y luego contestar algunos puntos que aparecen en la versión 
taquigráfica de la mencionada sesión. Debo aclarar que hay muchas mentiras. 


La empresa deja de operar en diciembre de 2004. En ese momento, cinco trabajadores presentan una 
demanda laboral contra la empresa en el Juzgado de Rocha, y se prosigue con el trámite normal. En 
setiembre, nos notifican de una resolución del Juzgado en el sentido de que en marzo se había decretado el 
embargo precautorio de los ocho barcos de pesca, sin prohibición de zarpe. Los barcos de pesca normalmente 
no se secuestran o no se les prohibe el zarpe porque son unidades de trabajo; ello impediría el funcionamiento 
de la empresa. 


Los ocho barcos de la empresa estaban en La Paloma ocupando bastante lugar en el puerto. Actualmente, este 
puerto está con serios problemas de disponibilidad de muelles. El banco de arena que hay en La Paloma 
ocupa prácticamente todo el puerto, hay barcos hundidos, etcétera. Los ocho barcos de nuestra empresa están 
ocupando mucho lugar. Por tal motivo, la Dirección Nacional de Hidrografía nos intima a que retiremos los 
barcos de allí para permitir la operativa normal de barcos que trabajan con mayor fluidez. 


Cuatro de nuestros barcos estaban en el muelle comercial de La Paloma y el resto en la base naval. La 
Dirección Nacional de Hidrografía nos intima a que retiremos los cuatro barcos que estaban en la base naval. 
Buscamos distintas posibilidades para llevar esos barcos y manejamos las de dejarlos en los puertos de 
Montevideo, de Paysandú, de Fray Bentos, de Conchillas, etcétera. Al final, decidimos enviar los barcos a 
Carmelo. Inclusive, había vencido el plazo que nos dio la Dirección Nacional de Hidrografía para retirar los 
barcos y nos multó por ese concepto. 


En noviembre procedemos a enviar dos barcos a Carmelo y a los dos o tres días mandamos los otros dos. Los 
cuatro barcos del muelle comercial los llevamos a la base naval a efectos de despejar el muelle, para que 
pudieran operar los demás barcos. Como dije, pasamos dos barcos a la base naval y cuando estábamos 
moviendo el tercero y el cuarto, suben cuatro o cinco personas a nuestros barcos. A pesar de ello, los barcos 
igualmente se trasladan a la base naval. De las cuatro personas que estaban ocupando esos barcos, dos se 
bajan una vez que llegan a la base naval y quedan dos individuos, uno en cada barco. Finalmente uno de ellos 
se pasa al otro barco, y quedan las dos personas en un barco. 


Las personas que estaban ocupando los barcos habían sido empleados de nuestra empresa y dejaron de 
trabajar -al igual que el resto de las tripulaciones- en diciembre de 2004. Se les había cancelado todo lo que 
correspondía, pero igual iniciaron una demanda laboral por el cobro de otras cuestiones. Eso fue un viernes - 
no recuerdo la fecha- e hicimos la denuncia ante la Prefectura diciendo que había intrusos en nuestros barcos. 
Personalmente traté de comunicarme varias veces con el Director Nacional de Trabajo, Julio Baráibar y con 
la doctora Cóccaro, abogada del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, quien llevaba los asuntos de la 
pesca. No me pudieron atender ninguno de los dos ese viernes; el lunes llamé muchas veces y tampoco me 
pudieron atender. Creo que fue el martes o miércoles de la semana siguiente que la doctora Denegri -la 
profesional que está llevando adelante el tema de la pesca en el Consejo de Salarios- se comunica con el 
doctor Puceiro, trasmitiéndole que debido a que había un trámite judicial, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social no podía intervenir porque ya se había superado esa etapa. 


Mientras tanto, nosotros no tuvimos absolutamente ninguna comunicación con la gente que estaba ocupando 
el barco -que a esa altura era uno solo- por lo que nos enterábamos por la prensa o por lo que ellos hablaban 
por radio o televisión, que estaban ocupando a título personal, pero los representaba el SUNTMA. Nunca 
tuvimos ninguna comunicación de las personas que estaban ocupando, del sindicato ni de nadie. Reitero: no 
tuvimos absolutamente ninguna comunicación de ningún tipo. Por lo tanto, oficialmente, ni siquiera 
conocíamos una plataforma reivindicativa, reclamo, etcétera. Ellos decían -según la prensa- que el Poder 
Judicial se estaba demorando mucho en fallar en su reclamo laboral y que tenían entendido que nosotros 
íbamos a desguazar los barcos o a llevarlos al exterior. Eso no es verdad, primero porque los barcos no son de 
nuestra empresa -son arrendados- y segundo, porque esa no era la intención de la empresa armadora. Pero 
tomaron esa medida más bien como presión hacia el Poder Judicial más que a la empresa, que no nos reclamó 
nada. Su intención era que el Poder Judicial fallara en forma rápida. 


Pasaron algunos días y se nos cita desde el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para el jueves de tarde. 
Nosotros no podíamos concurrir ese día y mandamos una nota pidiendo una prórroga para el lunes siguiente. 
Nos presentamos a esa citación del Ministerio y nuestra empresa, luego de haber hablado con los propietarios 
de los barcos, ofreció poner uno de los barcos como garantía real del reclamo de los trabajadores. Como 
dijimos, hasta ese momento había un embargo precautorio sobre los ocho barcos por un reclamo contra la 
empresa ULFIMAR S.A., pero sucede que no es la propietaria de esas embarcaciones. Por lo tanto, 
suponemos que a la brevedad se falle con el levantamiento del embargo. 


En el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ofrecimos que la empresa dueña de las embarcaciones pusiera 
un barco como garantía real, lo cual era mucho más de lo que tenían los trabajadores hasta ese momento. De 
cualquier manera, esta es una empresa de capitales mixtos y la mayoría pertenece a una empresa del Estado 
de China. Si en el día de mañana, la Justicia falla a favor de los trabajadores, la empresa va a pagar. No se va 
a ir corriendo del país ni ese es el estilo de ninguna de las empresas estatales chinas que conozco. 


Entendemos que nosotros cumplimos con todas las obligaciones y que no debemos nada; pero ese es un tema 
que está en la Justicia. 


Los trabajadores no aceptaron nuestra oferta y se nos propone que dejemos como garantía algunas artes de 
pesca y otros elementos que hay en el puerto de La Paloma. Nosotros no estábamos de acuerdo con esa 
propuesta porque esos elementos no son fácilmente identificables. Además, entendíamos que eso podía llevar 
a problemas en el futuro. Si mañana había un problema, ¿cómo se identifica algo que no tiene identificación? 
Era algo que no estaba muy claro. No entendimos muy bien por qué la gente no aceptaba una garantía real, 
cuando el embargo estaba hecho por algo más de US$ 9.000. Según una tasación de un perito naval que 
presentamos al Juzgado, se indica que el valor de cada uno de los barcos en Carmelo es de US$ 95.000. 
Además, el perito tasó los cuatro barcos de La Paloma en US$ 75.000 cada uno. En números redondos, el 
embargo de la Justicia rondaba los US$ 700.000. 


No hubo acuerdo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En aquel momento había una Jueza 
subrogante y luego vuelve la Jueza titular al Juzgado, quien decreta el desalojo del barco y el secuestro del 
barco que estaban ocupando, con prohibición de zarpe. Se desalojó la embarcación, se la trasladó a la base 
naval y allí se encuentra hoy en día. 


SEÑOR PUCEIRO.- En esta última instancia, la Jueza resolvió levantar el embargo sobre siete buques 
y dejar trabado el embargo sobre el buque ocupado, aunque después fue desalojado. Hoy se está en la 
etapa procesal y la otra parte fue notificada de esto. En definitiva, todavía no hay una sentencia final. 
Siempre estamos en una etapa precautoria, con una medida cautelar, puesto que el juicio principal 
recién está en la etapa de contestación de la demanda. 


Desde el punto de vista jurídico y con respecto a esta medida de ocupación adoptada por estos ex 
trabajadores, pensamos que con el embargo trabado estaban cubiertos, más allá de que nosotros 
considerábamos que era ilegítimo. ¿Por qué? Porque esos barcos de bandera nacional no podían bajo ningún 
concepto ser enajenados, vendidos ni cambiados de bandera. 


En cuanto al secuestro, debo decir que es una medida extrema que solamente se puede dar en los casos de 
intento de desaparición del buque, o de desintegrarlo de alguna manera. Pero se estaba muy lejos de eso. 


Quiere decir que la ocupación de los buques fue una medida que estaba a cubierto de la decisión judicial, más 
allá de la legitimidad de la acción. 


El Ministerio inicialmente consideró que por haber una instancia judicial no le correspondía actuar; no 
obstante ello, tomó cartas en el asunto y citó a las referidas conciliaciones. 


En cuanto al reclamo de estas personas -amparados en las normas vigentes- consideramos que es 
improcedente. Prueba de ello es que ha habido muchísimas contrataciones de trabajadores por parte de la 
empresa ULFIMAR S.A. durante equis período de tiempo y nunca hubo una reclamación como esta. 


SEÑOR PICK.- También nos citó el Director Nacional de Trabajo, señor Julio Baráibar, y asistimos a 
la reunión. Instantes antes de comenzar dicha reunión fue que nos enteramos del fallo de la Jueza en 
cuanto a la desocupación del barco y del secuestro. De todas maneras, mantuvimos la reunión en el 
Ministerio una vez solucionada la ocupación. 


Esta es nuestra versión del conflicto que se suscitó en La Paloma. Si no hay preguntas de parte de los señores 
Diputados, me gustaría referirme a algunos de los temas que se mencionan en la versión taquigráfica. Hay 
varios puntos graves y quisiera dar nuestro punto de vista. 


En lo personal, actúo como Vicepresidente de la empresa ULFIMAR S.A., integrada por capitales chinos y 
uruguayos, y también participo de otra empresa que se llama IBRAMAR S.A., que opera en La Paloma y que 
también es de capitales extranjeros y uruguayos. Se trata de dos empresas absolutamente independientes que 
se dedican a temas diferentes. La empresa IBRAMAR S.A. se dedica a la pesca de anchoitas y su proceso en 
harina y aceite de pescado. ¿Por qué aclaro esto? Porque el sindicato, en varias situaciones, ha tratado de 
mezclar el tema para relacionar ambas empresas. El punto de contacto que existe entre las dos empresas es 
mi persona; lo aclaro porque aquí está mencionado. 


En la versión taquigráfica lo primero que se menciona es que los barcos fueron traídos bajo bandera nacional 
por un convenio de cooperación con la República Popular de China, y eso no fue así. Como todos los barcos 
que entran a pescar en Uruguay, se solicitaron los permisos de pesca y se cumplió con todos los trámites en la 
DINARA. Los permisos se entregaron a una empresa uruguaya, que es ULFIMAR S.A. No fue por ningún 
convenio con China que se trajeron esos barcos. 


Después se menciona que había convenios colectivos vigentes. Nuestra empresa nunca tuvo un convenio 
colectivo con el SUNTMA. No entendemos a qué se refieren cuando dicen esto. De ser así, que lo traigan y 
lo presenten. Sé que el sindicato tiene convenios con algunos grupos de barcos, pero creo que abarcan el 30% 
o 40% de la flota. En el caso particular de nuestra empresa no existía convenio con el sindicato. 


Nos acusan de que pescábamos entre las cinco y las doce millas marinas. Todos los viajes de nuestros barcos 
tenían un doble control. Uno de ellos es el VMS -monitoreo satelital de los barcos-, que es un posicionador, y 
una vez por hora trasmite la posición del barco. Además, siempre teníamos un observador de la DINARA a 
bordo de nuestros barcos. Por lo tanto, está claramente probado que nunca se pescó dentro de la zona de 
prohibición. Esto se mencionó varias veces, porque se nos ha acusado de entrar en esa zona y afectar a los 
pescadores artesanales. 


El posicionador satelital marca exactamente la zona donde está el barco. El problema es que muchas veces 
los pescadores artesanales salen de la zona reservada para ellos. Esta no es una acusación ni una queja. 
Entiendo que si un pescador puede pescar hasta cierto límite y los peces se alejan un poco, debe trasladarse y 
pasar su límite. De hecho, hace unos días se ahogaron unos trabajadores porque una tormenta los sorprendió 
pescando muy afuera de la zona permitida. Lamentablemente, eso está ocurriendo en muchos lugares del 
mundo porque la pesca está disminuyendo. 


Aquí sucedió que los pescadores artesanales estaban fuera de la zona reservada para ellos y nosotros 
arrastramos algunas redes de estas personas que luego se trajeron a tierra. Esto es muy fácil de demostrar, 
porque tanto la Prefectura como la DINARA tienen las posiciones y están los informes de los observadores. 


Después se menciona que la DINARA terminó retirando los permisos de pesca, y eso tampoco es verdad. 
Hasta hace muy poco tiempo los permisos estaban vigentes y renunciamos a ellos. 


También se dice que nosotros pagábamos en negro, y no es así. Tuvimos inspecciones del BPS, del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, etcétera. Se expresa que el señor Francisco Pick envió un fax que 
decía que no reconocía convenio colectivo ni sindicato alguno. En particular, yo no reconozco ningún 
convenio colectivo porque no existía. 


Con el sindicato me he reunido en el Ministerio y en el propio SUNTMA, y tuvimos muchas instancias de 
diálogo; que se pueda llegar o no a un acuerdo, es otro tema. 


Se dice aquí que los trabajadores tomaron una medida en la puerta del BPS y que lo ocuparon; creo que eso 
fue en abril o mayo de este año. Tenemos entendido que en esa instancia algunos trabajadores fueron a 
reclamar algo al BPS y, aparentemente, se les dijo que no correspondía realizar ningún planteo. Los 
trabajadores, entonces, decidieron tomar la medida de ocupar el BPS de Rocha. 


En esa misma fecha cae a la empresa una inspección del BPS, y nos auditaron todo. En las observaciones del 
acta final de inspección y vista del BPS se establece lo siguiente: Se deja constancia que la empresa, había 
realizado aportes por varios de los reclamantes, pero por un error involuntario se había omitido declarar los 
días trabajados, habiéndose salvado el error presentándose rectificativa, cuya fotocopia consta en el 
expediente, además de estas diferencias la empresa había omitido declarar un viaje de Damián Ferrau C.I. 

N* 1.484.213-3, el que ya fue declarado y por el cual se realizaron los aportes adjuntándose fotocopia de los 
mismos en el expediente, no se constató sub declaración de remuneraciones, no corresponde multa por art. 10 
ley 16244. Esta fue la inspección que nos hizo el Banco cuando el sindicato estaba ocupando el BPS. Este era 
un tema ajeno a nosotros 


De todas maneras, la intención era decir que la empresa no había hecho las declaraciones, etcétera. Aquí está 
el acta del BPS que prueba lo contrario. 


Hablando del conflicto, mencionan que lamentablemente no habían podido negociar con la empresa y que el 
tema había pasado al área judicial. Nunca nadie nos pidió reunión a la empresa, y las veces que el sindicato 
nos ha solicitado reuniones, ya sea a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o en forma personal, 
en la sede del sindicato -en la que había representantes del sindicato de La Paloma-, he concurrido. En el 
momento de este conflicto nadie nos pidió una reunión de ningún tipo. 


SEÑOR PUCEIRO.- Debo aclarar que el Ministerio se enteró de esta situación por impulso nuestro. 
Nosotros pusimos a las autoridades al tanto de ese supuesto conflicto, y decidió intervenir. 


SEÑOR PICK.- Después repiten algunas acusaciones que son falsas porque dicen que la empresa no 
había abonado los importes descontados o que lo había hecho mal. Reitero que tenemos el acta de 
inspección del BPS. Se expresa que se pretende llevar estos buques pesqueros a las Islas Mauricio, y no 
sabemos de dónde sacaron eso. 


En la versión taquigráfica, la señora Diputada Passada pregunta: ¿Qué instancias se han dado o se pueden dar 
en estos días a nivel del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? ¿La empresa ha dado algún tipo de señal, 
más allá de que no estén los permisos? Queremos saber qué acciones se han desarrollado a los efectos de 
acercar propuestas concretas en el marco del Ministerio. 


Como decía el doctor Puceiro, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se enteró de este conflicto por 
instancias nuestras. Tanto el doctor Puceiro como quien habla llamamos un montón de veces al Ministerio 
para ponernos en contacto con sus autoridades. De parte nuestra siempre ha habido voluntad de diálogo; 
reitero: si el sindicato nos hubiera pedido una reunión, la hubiésemos tenido. De todos modos, negociar en un 
caso de ocupación no corresponde; ese es un pensamiento personal. Pero en una situación normal de trabajo 
no tengo ningún problema en reunirme con el sindicato y, repito, me he reunido un montón de veces. 


Se menciona también que los barcos han sido desguazados, y no es así. Ante la sede judicial hemos 
presentado una tasación de un perito naval. 


Quiero citar algo de lo que dijo el señor Casanova: En La Paloma está sucediendo este mismo problema y, a 
corto plazo, también pasará con los buques chilenos, los anchoiteros. Ya hay varios trabajadores realizando 
demandas laborales a la empresa IBRAMAR S.A. (...). Por eso aclaré mi situación con esa empresa. 


Actualmente, no tenemos ningún reclamo laboral contra la empresa IBRAMAR S.A. ni existía en ese 
momento. Continúa el señor Casanova: (...) maquillado de liquidaciones, pago en negro de parte del salario. 


Hablando por la empresa IBRAMAR S.A., quiero decir que hemos tenido gran cantidad de inspecciones del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, del Banco de Previsión Social, etcétera, y no se ha encontrado 
ninguna irregularidad. No tengo las actas aquí, pero con mucho gusto se las puedo hacer llegar. En caso de 
que alguien sostenga lo contrario, creo que no tengo que probar que soy inocente, sino que alguien me tiene 
que demostrar que soy culpable. La gente que sostiene esto debe traer los elementos para probar que estamos 
pagando en negro, que tenemos demandas laborales, que hemos maquillado liquidaciones, etcétera. 


Después hacen referencia a la Ley N* 15.523, con el llamado Consejo de Salarios. En particular, IBRAMAR 
S.A. pertenece a la Cámara de la Industria Pesquera del Uruguay -CIPU- y participó en el Consejo de 
Salarios, llegando a un acuerdo con los trabajadores de planta; no se llegó a un acuerdo con los trabajadores 
embarcados y se votó una propuesta del Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, creo que la enorme mayoría de las acusaciones -si no todas- son absolutamente falsas. 
SEÑOR PUCEIRO.- Quiero agregar un detalle. 


Ellos afirman que cobraban por otros conceptos, además del salario fijo, y que, por ello, tendrían derecho al 
cobro de una indemnización, del salario vacacional, etcétera, pero eso no es así; lo rechazamos. Se considera 
que han cobrado lo que les corresponde en función de la legislación vigente. 


SEÑOR PICK.- He traído material sobre algunos de los elementos que se manejaron en el conflicto. 


Entre otras cosas, en el semanario La Paloma, se publicó un artículo con el título: A partir de hoy viernes, si 
no hay solución, las medidas extremas serán a matar o morir. 


En una carta que se distribuía en el muelle de La Paloma, una persona escribió, no como Directivo del 
SUNTMA, sino a título personal: (...) aquí en La Paloma varios obreros han caído bajo el imperio de 
Marciscano y Francisco Pick y Marcos Henares, lo sabía Batlle y todos sus súbitos gobernantes de turno 
corruptos; -estoy leyendo tal cual está escrito- de qué nos hablan de derechos humanos cuando trabajadores 
teniendo la razón y tratando de llevar el pan para su casa son tratados como bestias durmiendo a la 
intemperie. Hasta cuándo serán violados los derechos humanos, los derechos de los trabajadores; hoy por hoy 
todas las autoridades se manejan con el dinero Francisco Pick y todos sus alcahuetes, hace y deshace en el 
muelle de La Paloma. Seamos honestos y de una vez por todas sí a las inversiones; pero honestas y que 
cumplen con los derechos de los trabajadores y la Constitución de nuestro país, los uruguayos somos 
nosotros. Prefectura no proteja más a los extranjeros; hidrografía lo mismo; hasta cuándo van a mandar 
chinos y chilenos en el muelle. 


En una nota fechada el 24 de noviembre de 2005, en La Paloma, se establece: Las organizaciones firmantes 
de la presente (...) Por todo lo expresado, solicitamos el inmediato cierre de esta empresa, -refiriéndose a 
IBRAMAR S.A.- utilizando la forma de caída de la concesión por incumplimiento de la concesionaria de las 
condiciones en que fue otorgada. Entre otros, la firma Julio Casanova, del SUNTMA. 


A fin de mes deberemos presentar a la Dirección Nacional de Hidrografía la cantidad de puestos de trabajo 
que se han generado en forma directa por la empresa IBRAMAR S.A., en este caso. No tengo los números 
correspondientes a noviembre, pero en octubre fue de ciento cuarenta exactamente. Digo esto para que 
tengan idea de la dimensión que está tomando la empresa IBRAMAR S.A. en Rocha y en La Paloma, donde 
prácticamente no hay ninguna industria. Estamos en la segunda etapa de la empresa, que es la construcción 
de un saladero, que empleará mucha más gente de la que estamos empleando hoy en día. 


Por lo tanto, no entendemos lo que quiere el sindicato realmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En general, una vez recibida las partes, esta Comisión se reúne, lee las 
versiones taquigráficas y analiza los informes, pero me gustaría saber qué salida les parece que podría 
tener este conflicto. Aparentemente, no ha habido posibilidades de llegar a un acuerdo en el Ministerio. 


Quiero saber si existe algún ámbito de negociación que esté funcionando o si, lisa y llanamente, en este 
momento no hay conflicto. 


SEÑOR PICK.- Este conflicto ha sido muy particular. ¿Por qué? Unos trabajadores presentaron una 
demanda laboral contra la empresa -están en su total derecho de hacerlo; mañana se definirá quién 
tenía razón- y ocuparon un barco como medida de ocupación, con el fin de que la Justicia falle. El 
conflicto ni siquiera era contra la empresa, sino contra el Poder Judicial, presionando al Poder 
Judicial. Si se ocupa un barco y se trasmite que el problema que tienen es la espera del fallo de la 
Justicia, entonces, el conflicto ni siquiera es contra la empresa. Como decía hace unos instantes, ni 
siquiera mandaron a la empresa ningún petitorio de reivindicación, ni nada por el estilo. De hecho, 
cuando la Justicia falla que se desaloje el barco y se lo secuestre, se terminó el tema. Nunca debió haber 
salido de la Justicia. Para nosotros también sería espectacular que la Justicia fallara lo más rápido 
posible, pero no es nuestra culpa que la Justicia actúe lentamente; además, es una realidad del país. Si 
esta gente toma una medida para que la Justicia falle, la medida ni siquiera se hace contra la empresa, 
sino contra la Justicia; en todo caso, no deberían haber ocupado el barco, sino el Juzgado. 


Hoy no existe conflicto. Estamos siguiendo los pasos que la Justicia dictamina. El doctor puede explicar los 
pasos que se han tomado, pero estamos esperando que falle la Justicia. Cuando eso suceda -nosotros estamos 
convencidos de que hemos cumplido con todo y que fallará a nuestro favor-, se cumplirá con lo que falle la 
Justicia, aunque falle en contra. Eso es lo que siempre hemos reclamado, también cuando nos reunimos en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Estamos esperando que falle la Justicia y nunca debió haber salido 
de ahí. Por lo menos, esa es nuestra posición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha sido claro el informe que nos ha dejado la empresa, a partir de 
su punto de vista sobre este conflicto. 


Agradecemos la presencia de la delegación en el día de hoy. En su momento, enviaremos el acta de esta 
sesión. Estaremos a la espera del fallo judicial, pero como Comisión, nosotros no tenemos incidencia en ello, 
más allá de esperar que las cuestiones conflictivas se resuelvan. Corresponderá al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social analizar los mecanismos que podrán ayudar para terminar con esta situación. 


(Se retira de Sala la delegación de la empresa ULFIMAR S.A. de la Paloma, departamento de Rocha) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Unión Nacional de Asalariados Trabajadores Rurales y Afines, 
UNATRA) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a la delegación de la Unión 
Nacional de Asalariados Trabajadores Rurales y Afines -UNATRA->, integrada por los señores Segundo 
Rodríguez y José Alonso y por su asesor, el doctor Rammauro. 


Hemos recibido el petitorio de entrevista hace unas semanas. Nos interesaba saber de primera mano cuál es la 
temática que quieren plantear. 


SEÑOR ALONSO.- El motivo de nuestra presencia aquí refiere, fundamentalmente, a la limitación de 
la jornada para los trabajadores rurales, quienes no la tienen limitada, por lo menos, la enorme 
mayoría de los trabajadores rurales, incluyendo el área de la ganadería, de la agricultura, de la 
lechería y de otras actividades menores. 


Hasta hace pocos días, este tema fue tratado a nivel del Consejo Superior Tripartito, pero esas sesiones 
terminaron sin un acuerdo. 


Nuestra aspiración es que este tema sea tomado por el Parlamento y que legisle sobre la limitación de la 
jornada laboral. Lo que se pretendía a nivel del Consejo Tripartito era la posibilidad de traer una propuesta 
que fuera consensuada, para facilitar el trabajo. Esa era la idea básica; el Consejo Tripartito estuvo trabajando 
para ver si se podía consensuar una propuesta para remitir algo parecido a un proyecto de ley al Parlamento. 


Como no hubo acuerdo, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social suspendió las sesiones, las que se 
retomarían recién a partir de mayo. Desde el comienzo de las reuniones con el Consejo Tripartito, planteamos 
la importancia de este tema. Es casi una señal de atraso, una situación inexplicable. Desde que surgió el 
Consejo Tripartito, planteamos la conveniencia de tratar el tema y, eventualmente, enviar un proyecto de ley. 


Ese es el tema fundamental. Queremos aprovechar todo lo que hemos acumulado a partir de la discusión en 
el Consejo Tripartito para elevar un borrador de proyecto de ley al Parlamento a efectos de ver si puede ser 
tratado el próximo año. No queríamos que el asunto se fuera tan largo como parece que pasará, porque si 
recién en mayo retomaremos las conversaciones y no hay acuerdo, lo más probable es que nuevamente pase 
otro año, llegando a fin del próximo año con una situación relativamente parecida a esta. 


Consideramos que este tema es muy importante y queremos ver si lo podemos adelantar. Ese es el planteo 
básico que queríamos realizar. 


Me parece que en esta primera intervención no se debería hablar acerca de lo que se debatió en el Consejo 
Tripartito, pero si los señores Diputados lo creen conveniente, después lo haremos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Soy integrante de la UNATRA. Lamentablemente, varios compañeros no han 
podido asistir por el gran problema de la distancia; en muchos casos, nos ha dejado casi sin la comida, 
porque hemos tenido que gastar en pasajes hasta tres veces en la semana, viajando desde Bella Unión, 
Salto, Paysandú o Treinta y Tres, lugares donde se ha logrado organizar a trabajadores que nunca 
estuvieron organizados. 


Lamentablemente, los compañeros trabajadores de la ganadería y agricultura extensiva tal vez seguirán 
esperando cien años más. El otro día se celebraron los noventa años de la jornada laboral de ocho horas en 
este país; sin embargo, los trabajadores de la ganadería y la agricultura no la tienen. Digo que, 
lamentablemente, seguirán esperando, porque las propuestas que hubo en los Consejos de Salarios fueron 
terribles. De la propuesta de la patronal, mejor no hablar, pero el Poder Ejecutivo también trajo una propuesta 
que consistía en trabajar como antes, pero documentando las doce horas, aunque después se dijo en la prensa 
que se trataba de cuarenta y ocho horas y el Director Nacional del Trabajo acusó, diciendo que por culpa de 
los trabajadores no salió esa propuesta. 


Los trabajadores que tienen la suerte de tener la limitación de la jornada, como los trabajadores de la granja y 
de la apicultura, no pueden llegar a un acuerdo para documentar lo que se ha hecho durante años en la 
ganadería y en la agricultura extensiva. Eso significa trabajar diez, doce o catorce horas sin límite de jornada. 
Creemos que en este país debe haber un límite de ocho horas. Los trabajadores rurales, las empleadas 
domésticas, llegamos tarde a la ley, pero de una vez por todas debe ser general e igual para todos. Los 
trabajadores, en general, están dispuestos a trabajar, porque lamentablemente los salarios son muy jodidos. 
Entonces, es cierto que muchas veces el trabajador pide más horas para trabajar, pero eso no puede ocurrir sin 
límites de jornadas. 


Los trabajadores organizados en UNATRA no pueden conseguir una ley, por más que se diga que, por lo 
menos, se limitará la jornada a diez o doce horas. Quien la tiene no puede firmar un documento por aquel que 
no la tiene, a pesar de que se afirme que algo van a tener. Hay muchos trabajadores que no tienen la 
posibilidad de organizarse por estar distantes o por ser muy pocos en una estancia de cien, doscientas o miles 
de hectáreas, y trabajan sin límite de jornada. La patronal dice que hace doscientos años que se trabaja así y 
no hay problema con la ganadería. Lamentablemente, es para reírse. ¿Qué no ha habido problema? Sin 
embargo, hay desocupación en el agro. Si el Poder Ejecutivo anunciara, por ejemplo, que se trabajarán horas 
extras, ¿qué hacemos con los desocupados que hay en el agro? Me refiero a trabajadores del campo que, en 
cualquier momento, no quedarán más, porque estableciendo una ley de diez o doce horas, ¿qué joven va a ir a 
trabajar al campo? A los 40 o 45 años los viejos no pueden trabajar más, porque el trabajo es excesivo y 
forzoso. Los jóvenes no van a trabajar, seguro que los verán en la plaza; lamentablemente, los gurises se nos 
van del rancho por ese motivo. ¿Qué van a ir a trabajar? Uno les dice que hay una changa en el campo, pero 
preguntan cuándo terminan. Es ahí donde tenemos que llegar nosotros. La patronal estuvo trabajando porque 
seguramente ve que en algún momento va a faltar mano de obra; los jóvenes no van a ir a trabajar en estas 
condiciones porque ven cómo terminamos los de mediana edad: con enfermedades a la columna, operados de 
hernia, con hernias de disco. No pueden trabajar más allá de los 40, o 45 años de edad. Allá los ve uno, en el 


camino de tierra, buscando alguna changa, pero muchas veces alguno dice: Será un andante. Y nadie dice que 
se trata de un trabajador desocupado. 


Si hacemos una ley para trabajar horas extras, ¿qué beneficios vamos a tener en este país? Más desocupados 
en el agro, habiendo trabajo. 


Por ese motivo, creemos que tiene que aprobarse una ley que respete la Constitución cuando establece que 
los hombres somos todos iguales y que la ley es igual para todos. ¿Por qué los trabajadores rurales no tienen 
un límite de la jornada? Los patrones dicen que no es un problema de plata; el trabajador dice lo mismo, 
porque quiere trabajar y sigue camino. En la mayoría, los trabajadores zafreros, que viven viajando, terminan 
una zafra y enseguida se dirigen para otra. Así quedan en el camino trabajadores que no pueden trabajar más, 
por un tema de columna, de hernia, de várices, de brazos o de manos. Si hablamos de esto, debemos decir 
que entre esos trabajadores se dan muchas muertes y son los que más se encuentran con la prohibición de 
volver a trabajar por imposibilidades físicas a causa de un accidente. ¿Por qué? Porque, hoy por hoy, en la 
agricultura extensiva hay que estar, empezar y terminar. El tractor no se rompe, pero en cualquier momento la 
persona se duerme arriba de un tractor; esos son los imposibilitados del campo: el tractorista. Inclusive, el 
trabajador manual se encuentra con que la columna no le aguanta y la fuerza no le da. Todo se debe al exceso 
de horas de trabajo. Es cierto que muchas veces los trabajadores son los culpables de eso, pero esperamos la 
limitación de la jornada y que el trabajador pueda elegir si hace horas extras o no las hace. Hoy por hoy, debe 
hacerlas o hacerlas; de lo contrario, de patitas para la calle, siguiendo su camino. 


Esperamos que esto no se extienda a mayo y que se genere algún documento para empezar a trabajar aquí, 
para que esto se termine y se disponga el límite de la jornada para todo el mundo. El trabajador está dispuesto 
a hacer horas extras si es necesario. 


SEÑOR POZZI.- Quiero saber dónde se trancaron las negociaciones; me gustaría saber qué planteaba 
la patronal y qué plantearon ustedes. 


SEÑOR ALONSO.- El objetivo que nos proponíamos -como muchas veces han declarado los Ministros 
de Trabajo y Seguridad Social y de Ganadería, Agricultura y Pesca- era establecer formalmente las 
ocho horas de jornada diaria, con un límite de ocho horas extras, como en todas las actividades. Esa es 
la base de nuestra propuesta. 


La patronal empezó diciendo que, en realidad, ya existía la limitación de la jornada, porque siempre está la 
limitación natural; es decir, no se puede trabajar más que de sol a sol, porque en general el trabajo 
agropecuario no se hace por la noche. Eso fue lo que se dijo, señalando que, en realidad, no veían la 
necesidad de legislar un tema que se regulaba por la vía natural. 


Nosotros entendimos que eso no era atendible, y así lo consideró el Ministerio también. Finalmente, 
aceptaron que se legislara en torno al tema. 


Eso ocurrió en la primera ronda. 


Luego, se establecieron algunas pautas en las que se fijó este criterio de las ocho horas, de las cuarenta y 
ocho horas; nosotros propusimos cuarenta y cuatro horas. Hasta ahí, el problema era netamente de matices, 
pero cuando fue avanzando la negociación, se fueron agregando restricciones o problemas adicionales. 


Hubo un tema que fue muy pesado. Finalmente, se tomó la decisión de que para los tres subsectores más 
importantes, como son la ganadería, la agricultura y la lechería -son los que no tienen legislación vigente; hay 
otros que tampoco la tienen, pero son menores y, si quieren, después los estudiamos-, se hiciera un cómputo 
trimestral y que, además, no hubiera una limitación horaria propiamente dicha, sino que surgiera de la 
extensión de los descansos. En lugar de establecer ocho horas, se determinaba trabajar respetando los 
horarios de descanso; se preveía el horario entre el descanso intermedio y el nocturno, o sea, entre jornada y 
jornada, implicando doce horas de trabajo. Cada caso era particular pero, en conjunto, permitía trabajar doce 
horas. 


(Interrupción del señor Representante Pozzi) 


El Gobierno propuso que se hiciera el cálculo trimestral. En principio, no lo habíamos aceptado; 
finalmente, aceptamos que se hiciera mensualmente. Al comienzo, la patronal había propuesto un 
cálculo semestral; entonces, de hecho, no se iba a pagar, porque trabajábamos durante la zafra y 
descansábamos tres meses. 


En definitiva, se podía trabajar setenta y dos horas hoy y veinticuatro horas el próximo mes. 
SEÑOR POZZI.- Podían juntar todas las horas en una semana. 
(Diálogos) 


SEÑOR ALONSO.- Esa era la idea que no aceptábamos. Había una serie de problemas con los 
zafrales, porque obviamente no tenían un semestre para prorratear, y son muchos, no es un detalle 
menor. Además, en el campo no están habilitados estos controles, no es una fábrica, por lo que sería 
difícil de controlar por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y por cualquiera. Era un lapso 
largo en el que había que llevar la contabilidad, por lo que se debía estudiar cómo se llevaba. Generaba 
muchos problemas. 


Este era el tema de la limitación de la jornada laboral concretamente. 


Otro asunto que parecía central era la reducción de la discrecionalidad de los patrones. En este momento, los 
patrones fijan absolutamente todo: a qué hora se empieza, a qué hora se termina, cuándo se descansa, cuántas 
horas se trabaja, cuándo se toman el día de descanso e, inclusive, si hay mucho trabajo, se toman el día 
semanal de descanso todos juntos en un mes. No había arbitrariedades generalizadas, porque hay patrones 
más conscientes que otros, como pasa con cualquier hijo de vecino, pero hay un nivel tal de discrecionalidad, 
que el trabajador queda enredado y no puede tener una vida propia. Hay que cargar pesos importantes; es un 
trabajo sufrido. Por lo tanto, la limitación de horario es particularmente relevante 


Además, normalmente el trabajador rural no tiene un espacio para su vida familiar, para el entretenimiento, 
para cuidar la salud, ni para realizar actividades sindicales. En fin, no puede realizarse ni tener la vida social 
que cualquier ser humano debería tener en este siglo XXI. 


En este sentido, todo era tan flexible que siempre terminaba resolviendo el patrón; podemos alcanzarles el 
último proyecto del Poder Ejecutivo, después de la negociación. Esto, que es inadecuado y limita 
extremadamente la vida del trabajador, debe cambiarse. Todos partimos de un punto de partida común: hay 
que buscar que de ahora en adelante las relaciones de trabajo, la situación y las condiciones de vida del 
trabajador rural no se mantengan. Ese es el balance final. 


De las propuestas que están arriba de la mesa surge más la preocupación de no generar problemas a las 
actividades productivas ni a los patrones, que la idea de sentar las bases para unas nuevas relaciones de 
trabajo en el campo. Entonces, esa es la gran disyuntiva: hay que determinar si estamos legislando para 
legalizar lo que ya existe. Obviamente con la legislación no se cambia la realidad, pero puede ser un 
elemento que contribuya al cambio. 


De manera que al final, en la delegación de los trabajadores, todos concluimos que este proyecto tendía más a 
convalidar la realidad que a transformarla. Definitivamente, nos parecía que eso invalidaba la propuesta del 
Poder Ejecutivo. 


Esa es nuestra perspectiva; la de los patrones era tan distinta, que tampoco ellos la aceptaban, aunque al final 
sí lo hicieron. 


Nuestra idea es acercarles una propuesta de proyecto de ley -que vamos a discutir en el marco de la 
UNATRA y del PIT-CNT- con la idea de empezar a considerar el tema en el ámbito en el que se va a resolver, 
que necesariamente será el Parlamento. 


SEÑOR RAMMAURO.- En el primer documento que recibimos de las patronales se pedía que se 
eliminaran las ocho horas, para aquellos sectores de la actividad rural que ya tenían consagradas las 


ocho y las cuarenta y ocho horas: ese fue el punto de partida. De ahí hacia adelante, en más de cien 
días de discusión y negociación, parecía que estábamos arribando a un acuerdo, cuando el sector 
empresarial incorpora un nuevo elemento de discordia: si la forestación ya tenía ocho horas o no. 
Entonces, estaba lloviendo sobre mojado, en la medida en que todos los organismos judiciales se han 
pronunciado en el sentido de que están amparados dentro de la ley de bosques, montes y turberas 


En las últimas dos décadas, desde 1985 hasta 2005, cinco de seis fallos se han pronunciado en el sentido de 
que existe limitación de la jornada de trabajo. Asimismo, hay un informe de octubre de 2005, realizado por el 
Instituto de Derecho Laboral, a pedido del propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que se pronuncia 
en el sentido de que la forestación ya tiene ocho horas de trabajo, pero se pretendía incluirla entre los 
regímenes especiales para que fuera más flexible. Ese fue un elemento realmente distorsionante, cuando 
parecía que estábamos llegando a un acuerdo. 


De ahí en adelante se sucedieron varias fórmulas y siempre que parecía que se estaba por llegar a un acuerdo, 
aparecía algún pero. De todas formas, se seguía insistiendo, pero el Poder Ejecutivo -representado en este 
Consejo Superior Tripartito Rural por los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca- entendió que no había más margen para seguir negociando. Si bien empleados y 
empleadores entendíamos que podíamos seguir buscando la vuelta, el Poder Ejecutivo dijo: Hasta acá 
llegamos: nos vemos en mayo. Para nosotros eso fue preocupante, porque habíamos apostado al tripartismo 
como fórmula de solución, si bien el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social siempre reconoció, por boca 
del propio Ministro, que el tema de la jornada laboral no debería haberse tratado en la mesa tripartita, sino en 
el ámbito parlamentario, porque la Constitución le da el mandato al Poder Legislativo para que instrumente la 
limitación de la jornada. O sea que el debe era del Poder Legislativo y no del Poder Ejecutivo. 


En su momento el Poder Ejecutivo encaró la tarea, pero ahora nos abandonó. Entonces, venimos a solicitarle 
al Poder Legislativo que se haga cargo de ese mandato constitucional, porque no vamos a hacer que la 
tripartita considere el tema de la jornada laboral como si fuéramos el ombligo del mundo y no vamos a 
esperar hasta mayo para reanudar las conversaciones, teniendo en cuenta, además, que no hubo muchos 
avances. 


Entonces, respetando el receso parlamentario, los invitamos para que todos nos pongamos a pensar a fin de 
instrumentar rápidamente, desde el parlamento, una jornada de ocho horas. Si bien hoy venimos a hablar de 
la situación de los trabajadores rurales, creemos que esta es una deuda histórica con todos los trabajadores del 
país que todavía no tienen una limitación de la jornada. 


Como recordarán los compañeros, hace pocos días se conmemoraron los noventa años de la ley de ocho 
horas. Precisamente, en nuestra propuesta inicial en la tripartita, recogíamos parte de la discusión de 1913, y 
recordábamos lo que decía Frugoni en la Cámara de Diputados, cuando se rechazó un aditivo que proponía 
incluir a los trabajadores rurales entre todos los que incluía la ley que se estaba considerando. 


Entonces, la exhortación es a que nos hagamos cargo de esa deuda, si bien estamos insistiendo sobre este 
punto con los compañeros del PI-CNT para que se reanude ya la tripartita. Pensamos que los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Ganadería, Agricultura y Pesca en esta instancia, más allá de la voluntad que 
hayan puesto o no en el asunto, demostraron falta de experiencia en la negociación para un sector en el que 
había que respetar culturas y tradiciones particulares, y no les alcanzó la capacidad para resolver y hacernos 
avanzar en este tema. 


Uno puede decir: son muchos años de historia y el campo es muy particular. Pero el derecho comparado nos 
enseña que las Constituciones de Brasil, Paraguay, Venezuela, Costa Rica, Guatemala, Nicaragua, Cuba, 
Panamá, Honduras, El Salvador, Perú y México, en algunos casos hablan de ocho horas diarias, y cuarenta y 
ocho semanales, y en otros de ocho y cuarenta y cuatro horas. Lo mismo hace el Código Sustantivo del 
Trabajo en Colombia, el Código del Trabajo en Ecuador y la limitación de la jornada en Chile a partir de 
enero de 2005, cuando se establecen cuarenta y cinco horas de trabajo, admitiéndose el cómputo anual, pero 
con una limitación de la jornada de siete horas y media. Es decir que en toda América del Sur y América 
Central ya se tiene regulado el trabajo rural en ocho horas, pero parecería que nuestro paisaje no lo admite. 


SEÑOR ALONSO.- Nos preocupa dejar bien claro que el problema de la regulación de estas 
actividades no obedece a las características de los procesos productivos. 


Como ustedes sabrán, entre los procesos productivos más complejos, por ejemplo el de los cultivos, está 
regulada la horticultura, que tiene muchos ciclos, es muy complicada y es intensiva en función de la mano de 
obra que requiere. También están regulados la caña de azúcar -que implica riego y también es un cultivo 
complejo en su organización-, el arroz, los cítricos y a partir de la ley de turberas, se ha adoptado un criterio 
amplio que incluye los cultivos forestales. De manera que lo que queda afuera son las actividades 
agropecuarias más simples, con menos requisitos de atención. 


Entonces, a mí me queda claro que la única razón de que no exista una limitación de la jornada en estas 
actividades, es de índole ideológico. Aquí está en juego el poder de los sectores que controlan estas 
actividades; no hay otra explicación racional: esto es lisa y llanamente así. La prueba está que la negociación 
fue muy dura, con puntos de partida radicalmente opuestos, porque creo que algunos siguen sintiendo que 
son los dueños de las haciendas y de las personas; lamentablemente, continúan teniendo esa cabeza. 


SEÑOR POZZI.- Quisiera saber cuál es el interlocutor por el lado de las patronales. 


SEÑOR RAMMAURO.- La Federación Rural, la Asociación de Cultivadores de Arroz, la Comisión 
Nacional de Fomento Rural, las cooperativas agrarias federadas y la Asociación Nacional de 
Productores de Leche. 


SEÑOR ALONSO.- El peso mayor fue de la federación y de la asociación, que son las organizaciones 
que reúnen a toda la ganadería y la agricultura de secano, que es de lo que estamos hablando. 


Como el cultivo del arroz está regulado por la ACA, en general no participaba y si lo hacía, no opinaba, 
porque ellos no se sentían afectados. Lo mismo pasaba con los empresarios granjeros. Yo estoy participando 
en el Consejo de Salarios de la granja, y esa gente nunca fue a discutir este tema porque estaba excluida. 


Por lo tanto, como decía, el peso de las negociaciones lo llevaron la federación y la asociación. 


(Dialogados) 


SEÑOR ELOLA.- El sector forestal y la granja están regulados; queda la ganadería. Los tambos no 
están regulados: CONAPROLE no regula nada. 


SEÑOR ALONSO.- La lechería y la quesería son actividades importantes y ninguna tiene límite. 


SEÑOR RAMMAURO.- Efectivamente, la mayoría de los trabajadores rurales no tienen limitada la 
jornada, más allá de que los trabajos más intensivos, los que le dan mayor riqueza al país, sí la tienen, 
pero nuclean a un sector muy pequeño de la mano de obra asalariada. 


SEÑOR ALONSO.- En realidad, el tractorista que no está regulado es el de la agricultura extensiva. El 
que trabaja en la granja o en el arroz -aquí están los tractores más pesados, por las características del 
trabajo- sí están regulados. También está regulada la caña de azúcar, pero no por ley. Aquí existe un 
convenio colectivo desde hace muchos años entre la UTAA y los plantadores de caña. Este año se 
renovó y el sector viene funcionando así: el Ministerio proponía que eso se incluyera en la ley, con lo 
que obviamente estamos de acuerdo. 


Es decir que hay una cantidad de gente que desempeña las mismas tareas en otros rubros y tienen regulada su 
actividad. Esa misma tarea para la agricultura o para la ganadería no está regulada. Esa diferenciación no es 
un problema del índole productiva, sino de la actividad que se desarrolla y del poder de quien está detrás. 


Es lo mismo que decía el compañero Rammauro: en la Argentina -que tiene una situación muy parecida a la 


nuestra- existe regulación; lo mismo ocurre en Brasil y allí los procesos productivos son mucho más 
heterogéneos y complicados que los de nuestro país. 


SEÑOR ELOLA.- Yo soy del interior y me interesa este tema. 


Entiendo la posición de ustedes, la respeto y los apoyo totalmente, pero este asunto hay que tratarlo con 
pinzas, porque no se puede perjudicar al trabajador. 


Hay que tener en cuenta que en el interior se trabaja mucho a destajo. Un alambrador es un artesano y ni yo 
ni nadie puede ponerle ocho horas, porque es como hacer eso con un pintor. Se trata de artesanos muy 
especiales y eso sería muy difícil de implementar. 


El tractorista que hace una pradera en un establecimiento, a veces trabaja en un tractor de mañana y de tarde 
agarra un caballo. Y tiene un sueldo, que a veces es chico, pero igual está muy cómodo. Yo estoy hablando de 
Lavalleja, de lugares chicos y no de estancias muy grandes, como las que hay por el lado de Brasil. Entonces, 
tienen su familia y le dan la oportunidad de tener alguna vaca o alguna oveja. 


A mí me interesa mucho este tema; converso con los trabajadores, voy a la feria y a todos esos lugares y por 
lo que he observado creo que si apretamos un poco de un lado, podemos perjudicar al trabajador. Entonces, si 
les ponemos ocho horas, puede pasar que algún carcamán estanciero diga: yo acepto eso, pero no me traigas 
vacas, caballos y no lleves carne para tu casa en el pueblo. Eso se ve tratando con ellos todos los días: todavía 
hay algunos estancieros chapados a la antigua que no le dan beneficios al trabajador. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En el caso del alambrador tiene razón. Además, en el decreto del Poder 
Ejecutivo se prevé el caso del que es contratado directamente por la patronal, pero también están 
aquellos a quienes la empresa los manda a hacer alambrados y son jornaleros o mensuales, y es cierto 
que ganan muy bien, porque cobran a destajo por arranque, por puntal, por metro. Entonces, tienen 
muy buenos salarios, pero no son todos. Como decía, también están aquellos que la patronal usa para 
arreglar un alambrado, para parar un palo o para otras cosas. 


Entonces, se podrá pensar que el límite de la jornada podrá perjudicar al trabajador, pero nosotros creemos 
todo lo contrario. Reitero que en muchos casos es el trabajador el que quiere hacer una, dos o tres horas 
extras, o cobra por el trabajo y decide hacer una hora más. Pero no sé si quedó claro que lo que no aceptamos 
es el asunto de los cómputos. Si yo hago una hora extra hoy o mañana, es porque quiero llevar una mortadela 
más para el rancho y no la voy a cobrar. La propuesta de la patronal era cada seis meses; al principio el Poder 
Ejecutivo también hablaba de seis meses y luego cambió para tres meses. Hay que tener en cuenta que los 
que viajamos -no hablo de los que se quedan en la estancia con casa y comida- tenemos que pagar el boleto y 
llevar la comida para el mediodía; entonces, si el cuerpo aguanta una o dos horas extra, vamos a darle. Con 
eso cubrimos el pasaje, la comida, pero no las voy a cobrar hasta los seis meses. En realidad, no sé si las voy 
a cobrar, porque no queda claro ese cómputo de las horas extra a los seis meses; además, el patrón me puede 
pagar en efectivo o con descanso. Entonces, yo trabajo fuerte en la cosecha, pero si mañana hay poco trabajo 
me dicen: Tómese descanso. Así que cuando llego a los seis meses, en lugar de cobrar, capaz que tengo que 
pagar, porque de pronto llovió y no se hicieron los cómputos. Por esa razón a nosotros no nos sirven los 
cómputos, porque podemos llegar a los seis meses y no tener nada. La otra razón es que la plata la 
precisamos hoy; a lo sumo -como decíamos-, a fin de mes. 


Antes de entrar a la última reunión, en la bipartita el Poder Ejecutivo propuso seis meses: parece que tuvo un 
cambio. Eso nos dejó de lado, porque la propuesta inicial era de tres meses. En alguna instancia nosotros 
dijimos que para aceptar eso, deberíamos tener un mínimo de cómputo de horas de trabajo, por lo menos, seis 
horas, para que no nos hicieran la jugada a los tres meses -o a los seis meses- de que no tengamos nada para 
cobrar. Parece que eso no le sirvió al Poder Ejecutivo. Entonces, nos propusieron el cambio en esas seis horas 
que nosotros pedíamos, para asegurar que no nos hicieran trabajar cualquier día una hora y nos cubrieran con 
descanso las horas de trabajo que hicimos tal día. El Poder Ejecutivo entendió que nosotros estábamos 
dispuestos a cambiar ese mínimo de seis horas y que se hiciera el cómputo cada seis meses; pero de ninguna 
manera aceptamos eso. Ni siquiera podemos aceptar que se paguen las horas extra a los tres meses. Estamos 
dispuestos a trabajarlas, pero tiene que haber un límite de horario. 


Es cierto que uno está en el establecimiento y le dicen: Hay que hacer tal cosa y hay que hacerla. Entonces, 
pongamos siete u ocho horas y después veremos si la patronal está dispuesta y paga o no. En última instancia, 
casi estábamos por aceptar el plazo de tres meses. 


Lamentablemente, el Poder Ejecutivo estuvo en contra de nuestros intereses y con los demás compañeros del 
interior quedamos como que éramos los que no aceptábamos limitar la jornada en diez o doce horas, que era 


la propuesta que venía. Se podía trabajar hasta doce horas por día. Se habla de cuarenta y ocho horas, pero 
sin tope. Como dijera Mujica: cuarenta y cuatro o cuarenta y ocho, pero sin tope. Entonces, ¿cómo es la 
cosa? Nosotros decimos que tiene que ser lo que los trabajadores estén dispuestos. No le van a decir a los 
trabajadores del interior: No podés trabajar más de ocho horas. Después de las ocho horas, tenés las horas 
extra. Eso es lo que tienen todos los trabajadores de este país; entonces, ¿por qué no lo tienen los trabajadores 
rurales, las empleadas domésticas o los trabajadores de otras ramas que no tienen límite de jornada? 


SEÑOR ALONSO.- Por ahora, esta limitación de horario está prevista exclusivamente para los 
trabajadores asalariados, no para los cuentapropistas. Y normalmente el alambrador es un 
cuentapropista. Como se decía, el hacer alambrados, y sobre todo repararlos, es tarea de los peones del 
establecimiento, pero cuando se contrata a alguien de afuera, es como si fuera una empresa 
unipersonal o un trabajador independiente. Por eso, como también se mencionó, el alambrador gana 
un salario más importante. 


Siempre se planteó que iba a haber mecanismos de flexibilización. Entonces se buscaron miles de fórmulas; 
de las ocho horas, se llegó a diez y hasta a doce horas extra. Inclusive se llegó a barajar un límite de jornada 
de diez horas, con ocho horas más dos y que ni siquiera se pagaran todas en efectivo, sino que la mitad de las 
horas extra se pagaran a fin de mes como tales y para la otra mitad se buscara otra forma. El problema que de 
todas estas fórmulas, al final ninguna servía y se cerró el capítulo. 


Este es un problema muy caro e importante para nosotros, pero no voy a seguir hablando porque seguramente 
ustedes tienen otras cosas para hacer. Pero creo que se entendió cuál es la idea; quisiéramos seguir 
conversando de esto cuando termine el receso parlamentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que todos nos sentimos tentados a hacer algunas reflexiones sobre el 
tema, pero debemos ser breves porque hay delegaciones esperando para ser atendidas. 


Sí queremos pedirle a la delegación que nos haga llegar todo el material que posee en materia de derecho 
comparado, tanto de la región como de los países desarrollados. 


Asimismo, solicitamos a la Secretaría de la Comisión que haga un relevamiento de todo el material que existe 
en el Parlamento sobre el particular. Recuerdo que en alguna Legislatura se manejó algún proyecto de ley, 
que puede servir como insumo de trabajo. 


Somos absolutamente sensibles ante esta situación y creemos que se requiere voluntad política para tratarla. 
Me gusta la referencia que hizo al 90 aniversario de la ley de ocho horas; en ese sentido, en estos días 
estuvimos recordando algunas anécdotas sobre lo que decían los empresarios en ese momento. Parecía que se 
venía el mundo abajo si se aplicaban las ocho horas. Inclusive, algunos se preocupaban por lo que iban a 
hacer los trabajadores con las horas de ocio que le iban a quedar y afirmaban: Seguramente, se irán a las 
tabernas, a gastar su tiempo y su poco dinero. 


Por otra parte, había otro ejemplo muy importante de una situación a la inversa -este tema pienso plantearlo 
en la media hora previa de una sesión-: cuando se creó la OIT en el año 1919, el delegado por nuestro país 
fue el doctor Jacobo Varela -Uruguay fue uno de los fundadores de la Organización Internacional del 
Trabajo- y con orgullo dijo que en nuestro país se estaban cumpliendo jornadas de ocho horas -adelantándose 
en el tiempo a Francia y a otros países ya desarrollados en esa época- y que contrariamente a lo que se había 
sostenido en la discusión, estábamos en una nación que había florecido y crecido simultáneamente con la 
aplicación de las ocho horas. Sabemos que en esto hay mucha cosa que también es ideológica, y corresponde 
al Gobierno -y en este caso, al Parlamento- meter mano a estos temas para buscarles una solución. 


Como comienzo tienen la cosas y todos podemos compartir este compromiso, ustedes pueden acercarnos la 
documentación y cualquier otro material que entiendan útil. Lamentablemente, estamos al final del Período y 
esto va a tener una pausa obligada. Le pedimos al señor Secretario de la Comisión que rastree los proyectos 
que pueda haber en el Parlamento, cualquiera sea el sector de que provengan; la idea es tomarlos como 
insumo y averiguar por qué no prosperaron. No avanzamos más porque no podríamos tomar parte hoy con 
respecto a determinadas situaciones, y creo que estaremos todos de acuerdo en invitar a la contraparte para 
que dé sus puntos de vista y explique cuáles son sus dificultades. 


Hemos visto que por la prensa han hecho grandes declaraciones, pero queremos conocer su opinión de 
primera mano. Se trata de tener insumos para que, a través de una ley, podamos superar los inconvenientes 
que puedan existir, sobre la base de ser justos porque, como se dijo aquí -y yo lo comparto-, trabajadores 
somos todos. No veo por qué se hace la diferenciación, aunque comprendemos que hay especificidad de 
tareas que hay que contemplar sobre la base de un salario digno, de lo que hoy se llama un trabajo digno, 
decente. 


En la OIT se utiliza mucho la expresión trabajo decente, que incluye una remuneración acorde y un horario 
adecuado; se trata de un empleo que estimule y estabilice al sector, que no expulse a la gente de la campaña 
al cinturón de miseria del pueblo más cercano primero, para tenerlos luego rodeando Montevideo. 


A efectos de darles una perspectiva positiva, en nombre de la Comisión puedo decirles que vamos a tratar 
este asunto. No podemos darles garantías de cómo resultará la discusión, pero pensamos que encontraremos 
voluntad política para tratar el tema y saldarlo de una vez por todas. 


Remitiremos la versión taquigráfica de la sesión de hoy a la Federación Rural del Uruguay y a las demás 
gremiales que ustedes mencionaron, a efectos de invitarlas a participar en una próxima reunión para que 
puedan dar sus puntos de vista. Cuando tengamos las respuestas correspondientes se las haremos llegar a 
ustedes para que conozcan sus opiniones; entonces retomaremos aquí esa tarea que, por lo menos por ahora, 
ha quedado frustrada en el Poder Ejecutivo. 


Les agradecemos mucho vuestra presencia en el día de hoy. Las exposiciones han sido muy ilustrativas; han 
dejado muy claro lo que están planteando, lo que resulta muy importante. Nosotros asumimos el compromiso 
de analizar este tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Unión Nacional de Asalariados Trabajadores Rurales y Afines, 
UNATRA) 


(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Obreros de Arquitectura del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, AODAMTOP) 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el agrado de recibir a una delegación de obreros de 
la Asociación de Obreros de Arquitectura del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
AODAMITOP, integrada por su Secretario General, señor Roberto Casalás, y por su Tesorero, señor 
Mauro Maurente. 


SEÑOR CASALÁS.- Le agradecemos a la Comisión que nos permita expresar alguna de las 
inquietudes que tenemos. 


Queremos informar a los señores Diputados de las características de la Dirección Nacional de Arquitectura 
del Ministerio, por si no las conocen. Se trata de una Dirección Nacional del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas en las que hacemos y ejecutamos obras por administración directa; la Dirección está en todo 
el país. 


La inquietud que venimos a plantear hoy es la necesidad imperiosa de que haya un recambio en la plantilla de 
operarios 


En 1989 tuvimos alrededor de dos mil trabajadores en todo el país. Por diferentes causas y como 
consecuencia de una política determinada, el número de trabajadores fue disminuyendo, y hoy tenemos una 
plantilla de 540 trabajadores en todo el país, con un promedio de edad superior a los 53 años, y con el riesgo 
de que a través del artículo 29 que figura en el último Presupuesto Nacional -relativo a retiros incentivados 
para quienes a los 58 años configuren causal jubilatoria- se pueda producir otra corrida de trabajadores, lo 
que, a nuestro criterio, dejaría a la Dirección Nacional de Arquitectura incapacitada para cumplir las 
funciones para las que fue creada y debe realizar. 


En algunos departamentos corremos el riesgo de desaparecer completamente. Por ejemplo, en Tacuarembó 
podría quedar un solo trabajador; en Flores y en Durazno, también, y en Maldonado desaparecería toda la 
cuadrilla de trabajadores, lo cual para nosotros es bastante grave. 


Hemos tenido y tenemos conversaciones fluidas con el señor Ministro Rossi; con el Director General, señor 
Fernández, y con la Directora de Arquitectura, y surgen algunas versiones algo contradictorias. En la 
Dirección Nacional de Arquitectura dicen que para el año próximo tienen una proyección de obras 
importante, lo que ameritaría el ingreso de personal; además, hay un plan de acción para el Período que 
incrementaría en el 60% el volumen de trabajo a realizar, en comparación con los años anteriores. Eso estaría 
indicando la posibilidad de que ingresaran trabajadores. 


Nosotros le planteamos esto al Ministro, quien nos dijo que, en la medida en que fuera necesario, habría 
ingresos. A esta unidad se puede ingresar como trabajador eventual, según lo dispuesto por el artículo 362 de 
la Ley N* 15.809, que permite la integración de trabajadores eventuales a término de obra en la Dirección 
Nacional de Arquitectura, pero vemos con mucha preocupación que sigue pasando el tiempo y no parece 
haber disposición del Ministerio para concretar estos ingresos. 


Tememos que pueda haber privatizaciones. Entendemos que es válido que el sector privado realice obra 
pública; nosotros por administración directa no podríamos hacer todas las obras del Estado, pero sí algún tipo 
en especial. Lo que estamos viendo es que resulta incalculable la pérdida de mano de obra y de conocimiento 
acumulado de generación y generación; lo digo porque nuestros trabajos específicos refieren, sobre todo, a 
reciclaje de edificios antiguos y tareas por el estilo. También muchas veces reparamos las cosas que alguna 
empresa privada irresponsable no hace bien; es el caso del local del Liceo N* 4, de Paysandú, que estaba en 
peligro de derrumbe. Estuvimos trabajando el año pasado ahí porque la empresa encargada no apareció más y 
no se pudo reclamar nada. Lo mismo pasó con el liceo de Solymar, y también estamos trabajando para el 
liceo del Chuy. 


Nosotros entendemos que estamos trabajando para la sociedad, y que en algunos casos determinadas 
empresas privadas han demostrado cierta irresponsabilidad. Por ello, veníamos a plantear a esta Comisión 
nuestra preocupación. También solicitaremos una entrevista a la Comisión de Transporte, Comunicaciones y 
Obras Públicas para hablar de este problema, y el viernes próximo nos reuniremos con el Director General 
del Ministerio, para insistir con esto. Lo que queremos, fundamentalmente de parte del Ministerio, es una 
respuesta concreta, porque mucho nos tememos que en poco tiempo, la cantidad de trabajadores baje de los 
540 actuales, a 400, que sería una plantilla simbólica, porque tendríamos que hacer mantenimiento en 
algunos edificios del Estado, pero no podríamos construir, que es lo que entendemos que, en su momento, fue 
el objetivo de crear esta Dirección, que es un departamento de obras con organización directa. 


SEÑOR MAURENTE.- También quería remarcar que cumplimos una función de carácter social; 
somos una empresa sin fines de lucro, a diferencia de lo que ocurre con la actividad privada. Además, 
en muchas ocasiones desarrollamos tareas en lugares que, por lo alejados que están, por el difícil 
acceso que tienen y por el porte de las obras, no resultan atractivos para la actividad privada. Por una 
cuestión natural derivada del transcurso del tiempo, estas obras podrían verse comprometidas si se 
siguiera con esta línea, pues la Dirección tiende a desaparecer. Como bien dice mi compañero, venimos 
en un franco descenso; cada día se palpa más, y ni qué hablar que si se aprueba esta ley, el retiro de los 
trabajadores va a ser masivo. Esto se dará así por las características del trabajo que desarrollamos, 
porque uno llega a los 65 años en un estado de deterioro bastante importante. 


En definitiva, vemos que la Dirección corre peligro de extinguirse o de reducirse a su mínima expresión, con 
lo que ello implicaría. 


(Interrupción de un señor Representante) 


SEÑOR CASALÁS.- El señor Diputado hablaba del Chuy; supongo que será de Rocha. Nosotros, hace 
muchos años hicimos... 


(Diálogos) 


Hace unos años hicimos una cantidad de arreglos en escuelas rurales; en general, a las empresas 
rurales no les interesa ese tipo de trabajos porque son menores, están radicados en sitios muy alejados, 
con dificultades de acceso, etcétera. Pero ahora tenemos la firme posibilidad de hacer -porque así lo 
está pidiendo el Departamento de Arquitectura de UTE- toda la remodelación del exterior del Palacio 


de la Luz. Quieren hacerlo con nosotros, precisamente, porque entienden que haremos un trabajo a 
fondo, en serio. El problema que se nos plantea es que si no ingresa personal, con la plantilla que 
tenemos no podremos hacerlo, porque se trabajará durante dos o tres años, siempre en exteriores, lo 
que resultará imposible con nuestros peones, algunos de los cuales tienen 68 años. 


Las autoridades de la Dirección Nacional de Arquitectura lo tienen claro, pero encontramos que no hay una 
definición acerca del ingreso de personal. 


SEÑOR POZZI.- Es cierto que el Presupuesto incluye normas para jubilación anticipada, pero 
también se flexibilizarán normas para el ingreso de personal al Estado. Siempre está la posibilidad de 
tomar trabajadores eventuales, pero creo que en el Presupuesto que en breve aprobará la Cámara de 
Diputados y que comenzará a regir a partir del 1” de enero de 2006 hay normas que flexibilizan el 
ingreso de personal al Estado, inclusive, a las empresas públicas. Quizás el Ministerio esté esperando 
contar con esa herramienta; no lo sabemos pero queremos dejar constancia de que puede ser lo que 
está pasando. 


Personalmente, comparto lo que se ha dicho con respecto al envejecimiento de los funcionarios del Estado; es 
un drama que se generó porque para parar el clientelismo se cortó tanto el ingreso que ahora no hay 
recambio, lo que en muchos lugares es peligroso porque se pierde la transmisión de conocimientos de 
generación en generación, y formar un trabajador tarda mucho. 


Reitero que compartimos esos conceptos. Trataremos de averiguar cuál es la visión del Ministerio con 
respecto al tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos entendido que hace un tiempo, antes de que se comenzara a tratar 
el Presupuesto, hubo un contacto fluido con la Oficina Nacional del Servicio Civil, y que se llegó a 
ciertos acuerdos con COFE y con Ministerios para tratar de corregir y ordenar las minimodalidades 
de empleo, y también este problema. Por eso, quisiera saber si la ONSC tiene conocimiento de esto. Lo 
pregunto porque tenemos que hacer las consultas del caso para adecuar una plantilla que, en vuestro 
caso, se ha ido muy arriba, pero más o menos en esos guarismos está ANCAP. Cuando se hizo el 
plebiscito de ANCAP -hace tres años-, el promedio de edad de sus funcionarios era de 47 años, o sea 
que ahora estamos en un promedio de 50 años. Creo que en la mayoría de las empresas públicas se está 
procesando un envejecimiento similar por lo que, si bien no ha habido privatizaciones, las habrá por la 
vejez de los funcionarios. 


Repito que quisiera saber si han mantenido ese tipo de contactos y si se han sentido atendidos. Necesitamos 
saberlo para ver qué posibilidades tenemos. 


SEÑOR CASALÁS.- Concretamente, en primera instancia hablamos con el señor Ministro Rossi, a 
quien le planteamos esta situación. Él hacía muy poco que había asumido como Ministro y no tenía el 
tema muy claro; creía que no podía haber ingresos a la función pública porque había limitaciones en 
ese sentido, pero luego, con documentación y con las leyes en la mano, le demostramos que 
concretamente en la Dirección Nacional de Arquitectura pueden ingresar hoy mismo trabajadores a 
término de obra. La Rendición de Cuentas de 1993, que limitaba el ingreso a la función pública y 
creaba otro tipo de contratos, no nos abarca a nosotros, porque podemos seguir teniendo ingresos de la 
misma forma que hace veinte años. Es más: en algún período se utilizó a la Dirección Nacional de 
Arquitectura para el ingreso de funcionarios; creo que es muy conocido el caso de las mujeres 
albañiles. Esa era la vía para el ingreso de funcionarios; lo que no podían entrar por la puerta, lo 
entraban por la ventana. Por ello, en la Dirección Nacional de Arquitectura, como trabajadores a 
término de obra, entraron mujeres como oficiales albañiles, etcétera. Por supuesto, en esta Dirección y 
en otras unidades del Ministerio esto se va a regularizar, pero hay ingenieros y jefes que tienen cargo 
de oficial albañil u oficial sanitario. ¿Por qué? Porque el ingreso se produjo en 1991, 1992 o 1993 y la 
situación no ha cambiado: siguen siendo trabajadores eventuales a término de obra; son oficiales 
albañiles que han pasado a otras dependencias del Ministerio 


Insisto: a nuestra Dirección se puede ingresar ahora. 


No tenemos muy claro cómo es el trámite a nivel de la ONSC, pero creemos que debe hacerlo el Ministerio 
cuando considere que necesita trabajadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomaremos recaudos para hacer llegar la versión taquigráfica de esta sesión 
al señor Ministro Rossi y, eventualmente, nos comunicaremos con él; inclusive, podría venir a darnos 
alguna información acerca de cómo ve el panorama, o podría enviar a alguien de la Dirección Nacional 
de Arquitectura, para que no se viera recargado. Por supuesto, en su momento, a ustedes también les 
llegará la versión taquigráfica de las reuniones a las que asistan las autoridades. 


SEÑOR CASALÁS.- Convendría aclarar que las autoridades de la Dirección Nacional de Arquitectura 
están totalmente de acuerdo con nosotros en cuanto a la necesidad de personal para atender un 
volumen de obra importante, pero nos dicen que todo depende de una decisión política del señor 
Ministro. 


SEÑOR MAURENTE.- Más allá de la posible extinción de la Dirección Nacional de Arquitectura como 
unidad ejecutora en administración directa, el hecho de que nos falte personal y de que el que tenemos 
esté envejecido nos lleva a un enlentecimiento y a un encarecimiento del costo final, lo que nos coloca 
en desigualdad de condiciones de calidad y costo con respecto a la actividad privada. Es así como nos 
está repercutiendo hoy esta situación puntual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos vuestra presencia en la Comisión. Aunque ya estamos 
terminando el Período, trataremos de darles una respuesta lo antes posible. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


